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ABSTRACT: Mutual Legal Assistance (MLA) in criminal matters is a cornerstone of international cooperation against 

transnational organized crime and corruption. In Honduras, despite adherence to global and regional conventions (1988 Vienna 

Convention, 2000 Palermo 2003 Mérida, 1992 OEA), there is no general MLA law, resulting in scattered norms and multiple 

Central Authorities (CA) depending on the applicable instrument. Using a doctrinal-comparative approach and normative-

institutional analysis, this paper identifies gaps (absence of a unified procedure, formalistic requirements, lag regarding digital 

evidence, weak statistical traceability) and operational bottlenecks (serial signatures, legalizations, translations). The results 

show that the Public Prosecutor’s Office materially executes the assistance even when the CA formally is different. This shows 

intermediation that slow down cooperation, among other aspects that affect the simplification and speed that the procedure 

should ideally have. Therefore, a law on mutual legal assistance is proposed that, among other things, unifies CA, standardizes 

forms, foresees the incorporation of electronic signatures and apostille and allows regulating digital evidence. The guidelines of 

the proposed legislation are consistent with UN/OAS standars, guaranteeing due process, proportionality, and the special nature 

of the procedure, strengthening confidence in Honduras as a legal partner in the fight against transnational crime.   
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RESUMEN: La asistencia jurídica internacional (en adelante AJI) en materia penal se ha consolidado como un eje de la 

cooperación internacional frente a la delincuencia organizada transnacional y la corrupción. En Honduras pese a una amplia 

adhesión a convenciones universales y regionales (Viena 1988, Palermo 2000, Mérida 2003 y OEA 1992, entre otros) No existe 

una ley de asistencia jurídica mutua, lo que provoca dispersión normativa y múltiples autoridades centrales (AC) según el 

instrumento aplicable. En este estudio con enfoque doctrinal y derecho comparado, así como, análisis normativo se identifican 

vacíos (ausencia de procedimiento único, formalismos, rezago ante evidencia digital, débil trazabilidad estadística) y cuellos de 

botella operativos (firmas seriadas, legalizaciones, traducciones). Los resultados muestran que el Ministerio Público ejecuta 

materialmente las asistencias, aun cuando la AC formal sea otra; esto evidencia intermediaciones que ralentizan la cooperación 

entre otros aspectos que inciden en la simplificación y celeridad que debería tener idóneamente el procedimiento. Por ello, se 

propone una Ley de Asistencia Jurídica Mutua que, entre otras cosas, unifique las AC, estandarice formularios, prevea la 

incorporación de firmas y apostilla electrónica, permita la regulación de evidencia digital. Los lineamientos de la propuesta de 

legislación sugerida tienen coherencia con los estándares de la ONU/OEA, garantizando el debido proceso, la proporcionalidad 

y especialidad del procedimiento, fortaleciendo la confianza para Honduras como socio jurídico en la lucha contra la 

criminalidad transnacional. 
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1. Introducción  

La asistencia jurídica internacional en materia penal, es un 

proceso mediante el cual los Estados solicitan y proporcionan 

asistencia a otros Estados en la notificación de documentos 

judiciales, identificación de sospechosos, aseguramiento y 

decomiso de bienes y en la obtención de pruebas para su uso en 

procesos penales (UNODC, 2018). 

En consecuencia, es entendida como la ayuda recíproca 

entre Estados para realizar diligencias judiciales con efectos 

extraterritoriales, a través de medios convencionales y no 

convencionales. 

En el espacio centroamericano, Honduras articula su 

práctica a partir de instrumentos multilaterales universales, 

interamericanos, subregionales, además de tratados bilaterales 

como los suscritos con México y Brasil para enjuiciar a los 

responsables de delitos como el lavado de activos, la trata de 
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personas, corrupción y los ciberdelitos entre otros, que 

desbordan las fronteras estatales, requieren respuestas 

coordinadas y permitan la práctica de actos procesales más allá 

del territorio nacional (Boister, 2018).  

En cuanto a su regulación interna, al igual que otros Estados, 

enfrenta el reto de articular un marco jurídico que sea práctico 

y eficaz que permita el establecimiento de procedimientos 

expeditos y respetuosos de los derechos humanos (Cassese, 

2003) y en el caso de Honduras además, de una normativa que 

unifique las disposiciones que se encuentran dispersas en la 

Constitución de la República, el Código Procesal Penal y leyes 

penales especiales como la de Lavado de Activos o la de 

Privación de Dominio. 

La experiencia comparada de países como Panamá (Ley 11 

del 31 de marzo de 2015) y Colombia (Ley 906 de 2004) 

demuestra que la existencia de una legislación especial mejora 

le eficiencia, fortalece la cooperación regional y asegura el 

respeto de las garantías procesales. 

Por ende, el presente estudio ofrece un análisis doctrinal y 

normativo de la asistencia jurídica internacional (AJI) en 

Honduras. Se examina, los fundamentos conceptuales de la AJI, 

principios rectores, identificando su marco normativo 

internacional (ONU, OEA). Así como tratados subregionales y 

bilaterales suscritos por el país, sin soslayar los aportes de los 

instrumentos soft law y redes de cooperación. En complemento 

se revisa el ordenamiento jurídico interno, subrayando la 

ausencia de una ley general de cooperación o asistencia 

internacional, sus implicaciones en la jerarquía normativa y el 

control de convencionalidad. 

Seguidamente se describe la arquitectura institucional, 

detallando los procedimientos operativos de extremo a extremo 

para la tramitación de las asistencias jurídicas activas y pasivas 

de Honduras, bajo distintos escenarios. 

 En conclusión, este artículo persigue tres objetivos: (i) 

describir el procedimiento hondureño actual de AJI: (ii) 

Delimitar sus alcances materiales y procesales; y, (iii) 

Identificar desafíos y formular propuestas de reforma que 

armonicen y fortalezcan la cooperación jurídica transnacional 

con otros Estados. 

2. Métodos 

Estudio de carácter cualitativo con la estrategia de análisis 

documental bajo un enfoque jurídico dogmático, (Witker, 2019; 

24) con apoyo de derecho comparado y análisis de política 

públicas.  

Las unidades de análisis seleccionadas a nivel de fuentes 

primarias son: Constitución de la República, Código Procesal 

Penal, Ley Especial contra el Lavado de Activos y Ley de 

Privación Definitiva de Dominio de Bienes de Origen Ilícito, en 

contraste con tratados internacionales relacionados con la 

cooperación y asistencia jurídica internacional ratificados por 

Honduras y fuentes secundarias doctrinales, guías técnicas 

sobre asistencia y cooperación judicial en materia penal.  

El modelo analítico empleado es de carácter 

fenomenológico (Loidolt, 2021) bajo las siguientes categorías 

de análisis: a) doctrina:  naturaleza y fines; b) Principios sobre 

la asistencia jurídica internacional; c) Marco normativo 

internacional de la asistencia jurídica internacional en 

Honduras; d) Marco normativo nacional de la asistencia 

jurídica en Honduras; y, e) Procedimiento y autoridades 

centrales. 

3. Desarrollo  

a) Doctrina: naturaleza y fines 

En la doctrina jurídica penal internacional, la AJI es 

considerada una manifestación concreta del principio de 

cooperación internacional en materia de justicia penal, 

indispensable en un mundo donde los delitos trascienden las 

fronteras. Se trata de un mecanismo jurídico formal mediante el 

cual un Estado solicita o brinda a otro Estado ayuda en la 

obtención de medios probatorios o en la realización de actos 

procesales necesarios para un proceso penal (UNODC, 2015). 

En consecuencia, la naturaleza jurídica de la AJI se sustenta 

predominantemente, en obligaciones jurídicas derivadas de un 

tratado o convenio internacional y en ausencia de éstos, 

conforme al principio de reciprocidad y la buena voluntad 

interestatal.  

Por ello, la cooperación jurídica internacional se funda en 

intereses comunes de los Estados para evitar la impunidad, 

compartiendo el interés de que los delitos sean investigados y 

sancionados sin que la frontera sirva de refugio para 

delincuentes u ocultar evidencias del delito (Peña Cabrera, 

2019). 

La AJI abarca una amplia gama de actuaciones, que suelen 

resumirse en diligencias probatorias y procesales, por ejemplo: 

toma de declaraciones a testigos o imputados en el extranjero, 

práctica de inspecciones o allanamientos, embargos y 

decomisos de bienes ilícitos ubicados fuera del país, 

notificación de resoluciones judiciales, traslado de personas 

detenidas para testificar, entre otras.  

En esta dirección, el Artículo 18 de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional (2000), impulsa a los Estados a prestarse en la 

mayor medida posible asistencia jurídica recíproca y a instaurar 

garantías de celeridad y buena fe en la ejecución de las 

solicitudes. 

En este sentido, podemos deducir que la AJI persigue varios 

fines estratégicos, entre ellos: (I) Garantizar la eficacia 

probatoria transfronteriza, obteniendo evidencia válida más allá 

de las fronteras; (II) Reducir la impunidad de los delitos 

transnacionales al impedir que los criminales se refugien bajo 

el ámbito de la diferencia de las jurisdicciones;  

Consecuentemente, (III) Recuperar activos ilícitos, 

facilitando la identificación, congelamiento, decomiso y 

repatriación de ganancias criminales; (IV) Salvaguardar el 

debido proceso y la legitimidad de la cooperación; (V) 

Investigar y enjuiciar a los responsables; (VI) Ejecutar 
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resoluciones judiciales. En síntesis, la AJI busca que la justicia 

pueda actuar sin fronteras, enmarcada en el Estado de Derecho. 

Esto incluye una esfera normativa regida con postulados 

fundamentales que salvaguarden la legitimidad del 

procedimiento y los alcances de la cooperación entre los 

Estados, como se desarrolla en el acápite a continuación. 

b) Principios sobre la asistencia jurídica internacional    

Estas consideraciones teleológicas se complementan por 

una serie de principios fundamentales derivados del derecho 

internacional convencional como de la praxis consolidada que 

garantizan su legalidad y buen funcionamiento, entre ellos, se 

destacan los siguientes: 

- Legalidad: Esto implica que la solicitud se fundamente en 

un instrumento jurídico válido (Un tratado vigente o en una 

ley interna) que permita el cumplimiento de determinados 

requisitos.De esta manera, este postulado garantiza que la 

cooperación se brinde dentro del marco del Estado de 

Derecho, respetando las competencias de cada autoridad 

competente y los derechos fundamentales en juego de las 

personas involucradas.  
 

- Especialidad (uso restringido): Consiste en limitar el uso 

de la información o prueba obtenida vía AJI al fin o proceso 

específico para el cual fue solicitada, salvo consentimiento 

expreso del Estado requerido evitando que la asistencia 

brindada sea utilizada para casos o propósitos no 

autorizados.  

 

- Doble incriminación (atenuada): Tradicionalmente se 

exige que el hecho investigado sea constitutivo de delito 

tanto en el Estado requirente como en el requerido. Sin 

embargo, en la cooperación moderna este requisito tiende 

a flexibilizarse, especialmente para las diligencias no 

coercitivas, ya que la doble tipificación se reserva para las 

medidas más intrusivas que requieren autorización judicial 

(Allanamientos, incautaciones, intervenciones telefónicas, 

etc), mientras que, para actos como notificaciones, toma 

voluntaria de un testimonio, no se necesita tal requisito. El 

propósito es que la ausencia de un delito idéntico en el país 

requerido no frustre investigaciones legítimas de delitos 

graves como delitos financieros, tráfico de drogas, entre 

otros. 
 

 

- Proporcionalidad: Establece que las medidas solicitadas 

deben ser idóneas, necesarias y en una relación equilibrada 

con la gravedad y complejidad del caso. Esto implica, 

verbigracia, que no se solicitará una diligencia 

extremadamente onerosa o invasiva, si el valor probatorio 

que aportaría es mínimo o puede obtenerse por otras vías 

menos lesivas. Este principio sirve de guía tanto para el 

Estado requirente (Al formular peticiones razonables) 

como para el Estado requerido (Al evaluar si ejecuta o no 

la solicitud).  
 

- Confidencialidad: Dado que las solicitudes de asistencia 

suelen involucrar investigaciones penales en curso, es 

común que los tratados prevean la reserva sobre la propia 

solicitud y las pruebas obtenidas. El Estado requerido 

puede pedir que la evidencia entregada sea manejada con 

reserva, y el requirente puede solicitar que no se notifique 

a la persona investigada, si el tratado y la legislación 

interna del Estado requerido lo permite. Este principio debe 

armonizarse con eventuales obligaciones de transparencia 

interna, de modo que la cooperación no se malogre por 

divulgaciones prematuras. 

 

- Celeridad y eficacia: La utilidad de la AJI depende en gran 

medida de la rapidez con que se obtenga la evidencia 

solicitada. Por ello, se procura dar prioridad a la asistencia 

en curso (Convención de Palermo, 2000), estableciendo 

plazos razonables y mecanismos de trazabilidad para su 

cumplimiento (Convención de Mérida, 2003) e inclusive 

autorizándose en casos urgentes, el uso de medios 

electrónicos o comunicaciones provisionales mientras la 

vía formal se confirma. 

 

- Integridad probatoria transnacional: Respalda a la cadena 

de custodia transnacional, constituye una garantía de 

autenticidad, cuando la asistencia implica obtener 

evidencia física o digital, es crucial mantener su 

continuidad e integridad desde la recolección hasta su 

traslado al Estado requirente. Los Estados suelen acordar 

formalidades equivalentes a las exigidas internamente para 

preservar la autenticidad de las pruebas (sellos, firma de 

certificación, actas). Así se garantiza que, al presentarse 

ante el tribunal extranjero, la evidencia no sea impugnada 

por ruptura o adulteración en la cadena de custodia. 

En relación a estos últimos, los mismos aseguran la 

legitimidad, la soberanía y la eficacia de la AJI, el regular 

funcionamiento de la cooperación y buena fe (disposición real 

a colaborar) de cada Estado y que a la vez constituyen la base 

sobre la que se articula el marco normativo internacional o 

nacional, andamiaje que resguarda la cooperación para que 

avance con seguridad jurídica, trazabilidad y respeto a los 

derechos fundamentales. 

De esta manera, es crucial conocer el contexto fáctico 

jurídico que sustenta la AJI en Honduras para coadyuvar en la 

dotación de nuevas herramientas normativas a los gestores del 

sistema de administración de justicia que regulen los 

presupuestos habilitantes, procesos y alcances en la obtención 

de elementos o medios de prueba en el proceso penal. 

En este sentido, en Honduras el marco normativo de la AJI 

descansa en una doble plataforma, por un lado, el orden interno 

(Constitución, Código Procesal Penal y leyes especiales); y por 

otro, el orden internacional integrado por tratados 

internacionales e instrumentos interamericanos, así como, 

acuerdos regionales y tratados bilaterales vigentes.  

c) Marco normativo Internacional de la asistencia jurídica 

en Honduras 
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Esta articulación conforme a los principios que rigen la AJI 

encauza la cooperación penal internacional dentro del marco 

constitucional y del bloque de convencionalidad aplicable al 

Estado hondureño que se describe en la tabla a continuación:  
 

Tabla 1. Tratados y convenios relacionados con asistencia jurídica en Honduras 
N° Instrumento internacional Tipo Ámbito Entrada en vigor 

(Honduras) 

1 

Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas 

(Convención de Viena). Convención ONU 11 de diciembre de 1991 

2 Convención Interamericana sobre Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal y su Protocolo Facultativo. 
Convención + 

Protocolo OEA 10 de noviembre de 2006 

3 Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo). Convención ONU 2 de diciembre de 2003 

4 

Protocolo para la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones 

(complemento a la Convención de Palermo). Protocolo ONU 1 de abril de 2008 

5 

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños (complemento a 

la Convención de Palermo). Protocolo ONU 1 de abril de 2008 

6 Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire (complemento a la Convención de Palermo). Protocolo ONU 18 de noviembre de 2008 

7 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. Convención ONU 23 de mayo de 2005 

8 

Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 

Honduras, Nicaragua y Panamá. Tratado 

Centroa

mérica 18 de diciembre de 1997 

9 Convención Interamericana contra la Corrupción. Convención OEA 2 de junio de 1998 

10 Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo. Convenio ONU 25 de marzo de 2003 

11 Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves. Convenio ONU 13 de abril de 1987 

12 

Convenio Centroamericano para la Prevención y Represión de los Delitos de Lavado de Dinero y de Activos, 

relacionado con el Tráfico Ilícito de Drogas y Delitos Conexos. Convenio 

Centroa

mérica 25 de enero de 2000 

13 

Convenio entre Centroamérica y República Dominicana para la Prevención y Represión del Lavado de Dinero y de 

Activos, relacionado con el Tráfico Ilícito de Drogas y Delitos Conexos. Convenio CA-RD 29 de noviembre de 1999 

14 Convenio Interamericano sobre Exhortos y Cartas Rogatorias. Convenio OEA 22 de marzo de 1979 

15 Convenio Interamericano sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero. Convenio OEA 22 de marzo de 1979 

16 

Convención para Prevenir y Sancionar los Actos de Terrorismo Configurados en Delitos contra las Personas y la 

Extorsión conexos con estos en Trascendencia Internacional. Convención OEA 30 de abril de 2004 

17 Convenio Internacional contra la Toma de Rehenes. Convenio ONU 1 de junio de 1981 

18 

Tratado Centroamericano sobre Recuperación y Devolución de Vehículos Hurtados, Robados, Apropiados o 

Retenidos Ilícita o Indebidamente. Tratado 

Centroa

mérica 16 de junio de 1997 

19 

Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y 

Otros Materiales Relacionados. Convención OEA 23 de noviembre de 2004 

20 Convención Interamericana contra el Terrorismo. Convención OEA 22 de septiembre de 2004 

21 

Acuerdo entre el Reino de España y la República de Honduras sobre Cooperación en la Prevención del Consumo y 

Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. Acuerdo 

Bilateral 

(España-

HN) 25 de enero de 2002 

22 

Tratado sobre Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la República de Honduras y el 

Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos. Tratado 

Bilateral 

(México

-HN) 30 de diciembre de 2007 

23 

Tratado entre el Gobierno de la República de Honduras y el Gobierno de la República Federativa de Brasil sobre 

Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal. Tratado 

Bilateral 

(Brasil-

HN) 9 de febrero de 2012 

Fuente: sistematización de instrumentos internacionales 

La red de compromisos internacionales que respaldan la AJI 

de Honduras es amplia y proviene tanto del ámbito universal 

como regional latinoamericano, además de acuerdos regionales 

y bilaterales, que describimos en la tabla anterior. 

A la vez, constituyen una herramienta crucial para el 

Ministerio Público (MP) en la tramitación de solicitudes de 

asistencia y en su papel como director técnico- jurídico de la 

investigación y como autoridad en el ejercicio de la acción 

penal pública. 

Con todo lo expuesto, esta misma pluralidad de convenios 

genera inconvenientes ante la coexistencia de múltiples 

autoridades centrales designadas en distintos instrumentos (ver 

cuadro n.3), la fragmentación normativa interna que provoca 

dilación en los plazos, burocratización de los trámites y la falta 

de armonización procedimental, que obliga al MP a adecuar 

cada solicitud a los requisitos específicos del tratado, 

aumentando la carga administrativa y el riesgo de denegación 

por errores formales (UNODC, 2012).  

 

Siendo evidente, estos desafíos justifican la necesidad de 

consolidar una ley integral de AJI que simplifique el trabajo del 

MP y mejore la eficacia en la cooperación penal internacional.  

 

En la práctica es importante señalar que, entre los 

instrumentos más utilizados por el MP para las asistencias 

pasivas y activas, se destacan los siguientes: 

(i) La Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 

Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas 

(ONU, 1988), siendo uno de los primeros tratados 

universales en incluir disposiciones de asistencia judicial, 

enfocada a delitos de narcotráfico y lavado de activos; 

(ii) La Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional (ONU, 2000) 

prescribiendo a los Estados Parte brindar la más amplia 

asistencia en investigaciones y procesos relativos a delitos 

de crimen organizado. Incluye disposiciones detalladas 

sobre técnicas especiales de investigación y cooperación 

para el decomiso de bienes ilícitos; 

(iii) La Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción (ONU, 2003) estableciendo uno de los 

catálogos más robustos que prohíbe se invoque el secreto 

bancario como fundamento para negar la asistencia, 

fomenta la asistencia espontánea (envío por parte de un 

Estado de información no solicitada que considere útil a 
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otro Estado) y la recuperación de activos producto de la 

corrupción. 

(iv) Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en 

Materia Penal (OEA, 1992) y su Protocolo Facultativo 

(OEA, 2001), provee un marco regional en las Américas, 

contiene un catálogo amplio de diligencias que pueden 

solicitarse. Su Protocolo adicional extiende la asistencia a 

delitos fiscales, superando la típica exclusión de estos 

asuntos. 

(v) Entre los Tratados subregionales centroamericanos, se 

resalta el Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos 

Penales entre Costa Rica, El Salvador, Guatemala; 

Honduras, Nicaragua y Panamá (SICA, 1993), pionero en 

el área para agilizar la cooperación intrarregional, 

permitiendo solicitudes directas entre las autoridades 

centrales de los seis países.    
 

Complementariamente existen los instrumentos de soft law, 

redes y guías prácticas, fuera de los tratados formales, 

orientados a mejorar la eficacia de la AJI. Por ejemplo, la Ley 

Modelo de Asistencia Recíproca en Materia Penal, propuesta 

por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito (UNODC,2007) ofreciendo pautas legislativas para los 

Estados. Manual de Asistencia Judicial Recíproca y Extradición 

(UNODC,2012) recogiendo buenas prácticas y casos 

ilustrativos. 

De igual manera, las redes de cooperación judicial como la 

Red Iberoamericana de Cooperación Jurídica Internacional 

(IberRed) y la Asociación Iberoamericana de Ministerios 

Públicos (AIAMP) facilitan el contacto directo entre operadores 

de distintos países, ofreciendo formularios, listas de 

verificación y canales de comunicación seguros para agilizar 

trámites.  

Asimismo, redes especializadas de recuperación de activos 

como la RRAG del Grupo de Acción Financiera de 

Latinoamérica (GAFILAT, 2025), apoyando el intercambio 

rápido de información financiera para la localización de bienes 

ilícitos, favoreciendo la cooperación entre fiscalías y unidades 

financieras de la región (GAFILAT, 2025). 

Todos estos recursos normativos, promueven la 

estandarización de las solicitudes de AJI, a la transición hacia 

plataformas electrónicas de cooperación (e-MLA) y al 

intercambio sistemático de experiencias y buenas prácticas 

entre Estados. En términos normativos el catálogo 

convencional que vincula a Honduras puede considerarse 

amplio y suficiente en apariencia.  

 

No obstante, el verdadero desafío radica en la traslación 

operativa al ámbito doméstico, es decir, en la capacidad del 

Estado para articular una respuesta coordinada y eficiente frente 

a la complejidad de compromisos internacionales asumidos. 

Este desfase entre lo convencional y lo práctico constituye el 

principal nudo procedimental y limitación estructural 

institucional, aspecto que abordaremos en las secciones 

siguientes. 

 

d) Marco normativo nacional de la asistencia jurídica en 

Honduras 

La legislación hondureña en materia de AJI se encuentra 

dispersa en diversos cuerpos normativos, lo que evidencia la 

ausencia de una ley especial integral que unifique 

procedimientos y competencias, limitando la coherencia y 

efectividad de los mecanismos de cooperación internacional. La 

Constitución de la República reconoce el respeto al Derecho 

Internacional, la incorporación de los tratados al derecho 

interno y la primacía de los tratados sobre la Ley, según los 

Artículos 15, 16 y 18  (Poder Legislativo, 1982).  
 

Por su parte el Código Penal (Poder Legislativo, 2017 ) en 

su Artículo 8  regula la territorialidad de la ley penal con las 

excepciones previstas en el Derecho Internacional, mientras 

que el Código Procesal Penal (Poder Legislativo, 1999), en sus 

Artículos 148, 149 y 235 refieren sobre la solicitud de 

cooperación y cartas rogatorias con intervención judicial, 

estableciendo que deben tramitarse por la vía diplomática  

conforme al principio de legalidad y  la reforma del Artículo 

127-A reconoce la realización de videoconferencias para fines 

de cooperación internacional cuando el sujeto procesal no se 

encuentre en Honduras.  

A ello se suman leyes especiales como la Ley sobre 

Privación Definitiva de Dominio de Bienes de Origen Ilícito 

(Poder Legislativo, 2010) y la Ley Especial contra el Lavado de 

Activos (Poder Legislativo, 2014), que incorporan medidas de 

cooperación específicas en el ámbito de la lucha contra la 

delincuencia organizada transnacional y corrupción. Detalles 

normativos que se pueden apreciar en la tabla a continuación:    

Tabla 2. Normativa interna relacionada a la AJI en Honduras  
Bloque / Norma Artículo(s) Contenido clave Relevancia para AJI Vía 

Constitución de la República 

(Decreto Leg. 131-1982) 
Arts. 15, 16, 18 

Apertura al DI; tratados forman parte del derecho interno; 

prevalencia del tratado sobre la ley. 

Base de primacía convencional y 

respeto a la soberanía nacional 
Juzgados y MP  

Código Penal (Decreto Leg. 

130-2017) 
Art. 8 

Territorialidad con excepciones por Derecho Internacional 

aprobado por Honduras. 

Permite ajustar jurisdicción conforme 

a tratados. 
Juzgados y MP. 

Código Procesal Penal 

(Decreto Leg. 9-99) 

Arts. 148, 149, 235, 

127-A 

148: corrección y sanción por incumplimiento.  

149: solicitudes por vía diplomática (regla). 235: cartas 

rogatorias para testigos en el extranjero. 127‑A: audiencias 

por video conferencia por cooperación. 

Ordena canal de gestión, garantiza 

cumplimiento y habilita diligencias y 

medios tecnológicos. 

SRECI; Juzgados, MP 

Ley sobre Privación 

Definitiva de Dominio de 

Bienes de Origen Ilícito 

(Decreto Leg. 27-2010) 

Art. 79 
Cooperación en decomiso de activos vía tratados, 

acuerdos, etc. 

Faculta intercambio y ejecución de 

medidas patrimoniales. 

Juzgados, BCH, CNBS, 

MP. 

Ley Especial contra el 

Lavado de Activos (Decreto 

Leg. 144-2014) 

Arts. 79–84 

Deber de cooperar; medidas cautelares a solicitud 

extranjera; catálogo amplio de diligencias; denegatorias 

tasadas; cooperación administrativa con validez procesal. 

Estándar robusto para asistencia 

recíproca y urgencias; Sustento en 

Tratados (AC) 

Juzgados, MP, BCH, 

CNBS (vía AC). 
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Fuente: Elaboración propia, AC: Autoridad Central, BCH: Banco Central de Honduras, CNBS: Comisión Nacional de Bancos y Seguros. 

MP: Ministerio Público. 

 
Estas disposiciones sectoriales evidencian que Honduras ha 

agregado fragmentariamente obligaciones de cooperación 

internacional en leyes especializadas, sobre todo en respuesta a 

compromisos contra el narcotráfico, lavado de activos y 

corrupción.  

Sin embargo, aparte de estas disposiciones aisladas, se 

aplica lo establecido en el tratado o convenio específico que se 

invoca en cada caso, generando procedimientos distintos e 

informales en ausencia de una ley nacional unificadora. 

 Además, esta regulación dispersa crea ambigüedad en la 

interpretación y la coordinación interinstitucional, ocasionando 

la ralentización de solicitudes y complejidad operativa ante la 

diversidad de AC que garanticen la previsibilidad jurídica que 

exigen tanto los tratados como la doctrina especializada en la 

materia. 

 

En consecuencia, la falta de un marco legal unificado 

repercute particularmente en el quehacer cotidiano del 

Ministerio Público, producto de procedimientos ad hoc y 

riesgos de infidencia   relacionados con procesos investigativos.  

e)  Procedimiento y autoridades centrales 

La estructura institucional para canalizar las asistencias 

jurídicas internacionales es compleja debido al mencionado 

modelo multi autoridad central. A diferencia de otros países que 

concentran la función en una sola entidad, Honduras designa 

distintas autoridades según el tratado como se constata en la 

tabla siguiente: 
 

Tabla 3. Instrumentos y designación de autoridad central 
Instrumento AC designado 

Convención de la ONU contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas  Ministerio Público (AC) 

Tratado Honduras–Brasil de Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal Ministerio Público (AC) 

Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales CA-6 (CR, SV, GT, HN, NI, PA) Corte Suprema de Justicia (AC) 

Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal Honduras–México Corte Suprema de Justicia (AC) 

Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal  SEGOB (AC) 

Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción SEGOB (AC) 

Convención de la ONU contra la Delincuencia Organizada Transnacional SEGOB (AC) 

Convención Interamericana contra la Corrupción Tribunal Superior de Cuentas (AC) 

 

Respecto a las autoridades centrales, estas cumplen un papel 

decisivo en la gestión y validez de las solicitudes y las 

respuestas, garantizando que se canalicen conforme a los 

estándares de la cooperación penal internacional, las cuales se 

describen a continuación: 

Ministerio Público (MP): Si bien es la AC de únicamente 

dos tratados, en la práctica el MP es el eje operativo, pues 

elabora las asistencias activas y ejecuta las asistencias pasivas, 

incluso en casos donde formalmente la AC es otra (judicial o 

administrativa).  

Siendo consecuente, que se considere su instauración como 

única AC, al ser el encargado de la dirección técnica y jurídica 

de la investigación penal, teniendo conocimiento de fondo para     

tramitar todas las asistencias y de esta forma, garantizar además 

la confidencialidad de la información. 

 

Corte Suprema de Justicia (CSJ):  Funge como AC en dos 

tratados y su rol en estos casos, inicia al recibir las solicitudes 

extranjeras y transmitirlas oficialmente al órgano competente 

interno, sin embargo, no ejecuta materialmente las diligencias, 

sino que cumple un rol validatorio, asegurando que la solicitud 

cumpla los requisitos legales, ordenando su diligenciamiento a 

quien corresponda (normalmente al MP) y luego remite la 

respuesta que elabora el MP.  

 

Secretaría de Gobernación, Justicia y Descentralización 

(SEGOB): Es la AC de tres convenciones, sin embargo, su papel 

se limita a trasladar al Ministerio Público las asistencias que 

recibe y a preparar la nota de remisión de las que responde el 

MP.  

Tribunal Superior de Cuentas (TSC):  Es la AC de una 

convención, constituyéndose como un actor administrativo- 

técnico que se limita a trasladar la documentación que recibe y 

elaborar la nota de remisión de la que se envía por parte del 

Ministerio Público. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores y Cooperación 

Internacional (Cancillería, SRECI): Es el canal diplomático que 

se encarga de la recepción y envío de toda asistencia que ingrese 

por la vía diplomática, autenticación y legalización documental 

(aplica apostilla, si procede), verifica y aprueba la traducción, 

cuando corresponda, envía y recibe comunicaciones oficiales 

del exterior.  

 En resumen, Honduras exhibe un modelo descentralizado, 

donde la AC varía según el instrumento jurídico. Esto genera un 

conjunto heterogéneo de entidades, competencias y marcos 

normativos que conlleva tránsitos adicionales en el 

procedimiento, diversidad de criterios y confusiones sobre “a 

quien dirigir” sus solicitudes por parte de los diferentes países. 

En la ejecución de las AJI se dan cuatro tipos de flujos en el 

procedimiento como veremos a continuación: 
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Figura 1 

Flujos en el procedimiento de la asistencia jurídica penal en Honduras 

 

1             Asistencia Jurídica Activa cuando la AC es el MP 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 2      Asistencia Jurídica Activa cuando la AC es distinta al MP 

 

 

   

3.         Asistencia Jurídica pasiva cuando la AC es el MP 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 4     Asistencia Jurídica pasiva cuando la AC es distinta al MP 

 

 

 

Para gestionar este flujo, en el MP existe la Unidad de 

Convenios y Asuntos Internacionales (UCAI) encargada de 

elaborar AJI, (verificar requisitos, traducir cuando procede, 

estandarizar formatos, etc) Asimismo, dentro de la Fiscalía 

Especial contra el Crimen Organizado (FESCCO) existe una 

Sección de Asistencias Jurídicas Internacionales (SAJI) que 

también tramita asistencias y se encarga de la ejecución de todas 

las asistencias pasivas.  

Es importante señalar que la recepción y ejecución en el 

Estado requerido, es procesada conforme a su legislación 

interna. Incoándose la fase de cumplimiento extranjero que 

escapa del control directo de Honduras, aunque las 

dependencias del MP suelen hacer seguimiento con la 

contraparte por medio de contactos directos con las 

dependencias homólogas de los otros países para consultar 

estado del trámite, etc. 

 En algunos casos, ante la variedad de AC, los Estados 

requirentes acaban enviando directamente sus solicitudes al 

MP, por considerarlo el operador natural y luego el MP coordina 

con la AC, usualmente la SEGOB o CSJ y con la SRECI para 

formalizar la respuesta. Todo esto evidencia una coordinación 

interorgánica basada más en la informalidad y la buena 

voluntad que en reglas claras. Si bien hay cooperación 

funcional entre estas instituciones, la multiplicidad de pasos 

diluye responsabilidades, pone en peligro la confidencialidad 

de la documentación y retrasa la cooperación.  

 

4. Discusión  

Del análisis precedente emergen varias situaciones 

neurálgicas que inciden en la efectividad de la cooperación 

jurídica en Honduras, como ser:  

El modelo institucional fragmentado, (múltiples AC, 

criterios heterogéneos, riesgos de extravío y divulgación de 

información, demoras por firmas seriadas debido a múltiples 

autoridades que deben rubricar un documento y duplicidad de 

funciones); Excesivos formalismos (Expedientes físicos, cada 

solicitud requiere legalizaciones o apostillas, firmas en original, 

traducciones certificadas etc) causa demora en el intercambio.  

Sumado a los vacíos normativos, la ausencia de una Ley de 

AJI conlleva el procedimiento se realice según el tratado 

invocado, sin uniformidad para todas las asistencias, ni reglas 

sobre la reciprocidad, ya que cuando no existe tratado, queda al 

arbitrio del caso, tampoco para el manejo de la 

confidencialidad, transparencia o acerca de la admisibilidad de 

la prueba obtenida en el extranjero.  

Adicionalmente, la inexistencia de disposiciones 

específicas para la preservación y obtención transfronteriza de 

datos electrónicos, previsiones para técnicas especiales de 

investigación de alcance internacional, pautas sobre el 

“sharing” de activos decomisados, limitan el alcance de la 

cooperación con otros países. 
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Estas circunstancias reducen la capacidad de gestión de la 

cooperación internacional por parte de Honduras, acentuado 

por las limitaciones institucionales en la interoperabilidad 

tecnológica entre MP, SEGOB, CSJ y SRECI. A ello se suman, 

las restricciones presupuestarias que dificultan la participación 

de agentes en investigaciones conjuntas en el extranjero 

(Equipos Conjuntos de Investigación), o la contratación de 

traductores profesionales y para la especialización de los 

gestores en estos temas.  

 A la luz de todo lo expuesto, es necesario optimizar la AJI 

en Honduras, alineándola con las mejores prácticas 

internacionales que incluya:  

1. Promulgación de una Ley General de AJI en materia 

penal, como piedra angular para unificar las normas dispersas y 

designar al MP como AC única por ser el órgano con capacidad 

operativa para tal fin, sin perjuicio de los tratados donde se 

determine expresamente otra AC.  

Establecer procedimientos internos claros tanto para las 

asistencias activas como pasivas, cómo se inician, información 

que deben contener, plazos máximos para cada etapa, 

requisitos, causas de denegatoria, reglas de consultas previas, 

uso de medios electrónicos y firma digital para acelerar 

trámites, entre otros aspectos. 

Varios países latinoamericanos han adoptado leyes 

especiales, tal es el caso de Argentina con la Ley 24.767 que 

funciona como estándar regional (Poder Legislativo, 1996) y 

por Centroamérica, Panamá destacándose por contar con la Ley  

11/2015 que positiviza la asistencia recíproca (Poder 

Legislativo, 2015). 

Otros países por su parte, regulan la AJI dentro de su 

normativa procesal penal, como Perú en la sección VII 

denominada” Cooperación Judicial Internacional” (Poder 

Legislativo, 2004); Colombia incluyendo un Título de 

cooperación en el Libro V del Código de Procedimiento Penal 

(Poder Legislativo, 2004); y, México en el Titulo XI   del Libro 

II del Código Nacional de Procedimientos Penales (Poder 

Legislativo, 2014). 

Como se puede apreciar existen varias formas en América 

Latina de consolidar las disposiciones sobre AJI, ya sea en una 

legislación o dentro de sus disposiciones procesales penales. Lo 

que permite sistematizar internamente, los postulados 

supletorios de los instrumentos internacionales en la materia. 

2.  Crear un sistema unificado digital de gestión de 

asistencias ( e-AJI) para modernizar y digitalizar el proceso e 

implementar una plataforma electrónica segura que conecte al 

MP, SEGOB, CSJ y SRECI para agilizar la gestión de 

solicitudes (registro de casos, documentos escaneados, formato 

electrónico, monitoreo en tiempo real de diligencia, alertas de 

plazos, respaldos electrónicos e incorporación de firma 

electrónica y estandarización del uso de apostilla electrónica, 

etc),  

3. Estandarizar formularios y requisitos para facilitar el 

trabajo en el proceso de AJI y listas de verificación para cada 

tipo de diligencias que sirva de guía a operadores y reduzca 

omisiones. 

4. Incorporar disposiciones específicas para la evidencia 

digital y cibercooperación orientadas a la preservación y 

obtención de datos electrónicos transnacionales, prever 

procedimientos para requerir contenidos de comunicaciones, 

registros de usuarios, datos de tráfico, etc. respetando la 

privacidad mediante la protección de cifrados hashes, logs de 

autenticidad entre otros.  

5. Potenciar las técnicas de investigación conjunta 

internacional que posibilite la participación en equipos 

conjuntos de investigación (ECI), cooperación para decomisos 

y el posible sharing de activos decomisados con uno o más 

países. 

4. Conclusión  

En definitiva, implementar estas propuestas posicionaría a 

Honduras como un socio a la vanguardia en la cooperación 

penal internacional, al homogenizar los estándares de 

actuación, y reducir significativamente los plazos, 

transversalizando la simplificación administrativa. Honduras 

cuenta con un andamiaje internacional sólido que requiere la 

adecuación legislativa de esos compromisos.  

La posibilidad de contar en Honduras con una ley integral, 

la centralización de la AC en el MP y protocolos 

interinstitucionales claros contribuirían a la eficacia y seguridad 

jurídica de la cooperación penal internacional. 

A nivel de derecho comparado, se destacan Argentina y 

Panamá como ejemplos de leyes especiales integrales de AJI en 

la región; Perú, Colombia y México incluyen en apartados 

exclusivos la cooperación dentro de sus códigos procesales con 

sistematicidad relevante; escenario legislativo que ofrece una 

hoja de ruta tanto normativa como operativa hacia un régimen 

de cooperación penal más eficaz y garantista, reforzando la 

conveniencia de que Honduras adopte una Ley especial. 
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